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Introducción: 


En el contexto de la primera hiperinflación vivida en el país, en mayo y julio de 1989 tuvieron lugar por primera vez en la historia argentina pedidos de alimentos y saqueos en varios barrios de la ciudad de Rosario, Córdoba y del conurbano bonaerense. Esas acciones fueron decisivas para fundamentar la entrega anticipada del gobierno a Carlos Menem, candidato triunfante en las elecciones nacionales del 14 de mayo. 

Ahora bien, ¿cómo fueron explicadas esas acciones? Inmediatamente de ocurridas se destacó el carácter organizado de las mismas, aludiendo con ello no a la autoorganización de los participantes sino a la incidencia de redes clientelares del Partido Justicialista (PJ) que habrían intervenido para incidir en los resultados electorales, acentuar el clima de inestabilidad y favorecer con ello la entrega anticipada del gobierno. Sin embargo esta hipótesis debiera ser revisada al menos ante dos constataciones: las elecciones tuvieron lugar antes de los saqueos  por lo tanto esos hechos no podían incidir en el resultado electoral y, además, se repitieron una vez asumido el nuevo presidente, tanto en julio como en febrero de 1990. 

Esas explicaciones, que arraigaron rápidamente en el sentido común tuvieron también resonancias en el ámbito académico donde, por ejemplo, Auyero sostuvo una argumentación similar en su libro sobre los saqueos del año 2001 en el conurbano bonaerense. Su explicación se inscribe en la propuesta de abordar relacionalmente la violencia colectiva tomando como referencia el planteo de Tilly
, quien la considera resultado de la interacción y coordinación entre personas, y donde se adjudica un lugar destacado a los activistas o agentes de violencia. Para Auyero las “relaciones clandestinas”
 son importantes tanto en la generación de la violencia colectiva como en la vida partidaria.  Esas relaciones conformarían el espacio de una “zona gris” donde las divisiones y límites entre los insurgentes, agentes del Estado (como la policía) y activistas de los partidos políticos se desdibujarían en cuanto a sus posiciones frente a la violencia, pudiendo aceptarla e incluso fomentarla, borrándose de ese modo los límites entre la política institucionalizada y no institucionalizada.
 Este análisis permitiría integrar la violencia colectiva “extraordinaria” –como sería el caso de los saqueos- en el estudio de la “normalidad” política.
  
Más allá del uso “clientelar” que este planteo presupone, lo que destaca este autor es la necesidad de considerar redes cotidianas entre actores disímiles que se pondrían al servicio de acciones extraordinarias, por ejemplo en el contexto de 2001. Estas observaciones abren una pregunta: ¿es posible pensar en una explicación similar para las acciones de 1989?, ¿estaban ya para entonces constituidas redes de movilización que permitirían comprender lo ocurrido como resultado de la interacción y de cierta organización? 

Desde otra perspectiva y sin centrarse específicamente en este tipo de acciones de violencia colectiva, Merklen ha destacado la conformación de una nueva politicidad y de un nuevo repertorio de confrontación entre las clases populares durante la década del ´80 que se caracterizaría por la movilización de base territorial, con la acción directa como elemento común más allá de los formatos diferentes utilizados. Según él, sus primeras expresiones remontarían a las ocupaciones ilegales de tierras en el sur del Gran Buenos Aires hacia 1981 donde, a su vez, habrían empezado a conformarse nuevos actores e instituciones pero manteniéndose también tradiciones que remitirían a un pasado de integración social,  que se encontraría en la base de las diversas demandas de reparación que la recuperación democrática debía atender. Lo que Merklen intenta mostrar es el desarrollo de una politicidad
 que buscará adaptarse a los nuevos tiempos generando otros aliados y espacios frente al corrimiento de los canales de integración anteriores.  

 Por otra parte es necesario señalar que el análisis de Auyero concentra su atención en una de las condiciones para la existencia de la violencia colectiva – los activistas o agentes promotores- sin atender otros componentes que el mismo Tilly enfatiza como es el de considerar el tipo de violencia colectiva en relación con las características del régimen político. Según su planteo,  los regímenes democráticos de capacidad baja serían más propicios para acciones violentas ya que sin medios gubernamentales para defender derechos, hacer cumplir las obligaciones y contener conflictos, una diversidad de actores se enfrascan en tratar de lograr sus intereses por sus propios medios
. Esto abre la pregunta acerca de las características de los gobiernos donde esas acciones tuvieron lugar. Otro elemento importante es también la activación de las divisorias entre un nosotros afectado y un ellos causante de la afección, donde la tarea de los emprendedores políticos es fundamental en las actividades de conexión, coordinación y representación
 pero sobre un terreno donde previamente se ha generado la percepción de negociaciones rotas y se ha activado la representación de injusticia. 

Siguiendo ese planteo, en esta ponencia trataremos entonces de inscribir esas acciones y el tipo de demandas sostenidas dentro de un marco de análisis más general que busque explicar los cambios producidos en la movilización de las clases populares en relación con las profundas transformaciones operadas en el modelo de integración social en el que se habían consolidado las identidades populares en el pasado; reflexionando a su vez acerca del doble sentido de lo ocurrido: como continuidad de una particular politicidad  que buscó expresarse en el espacio público pero, también, como la instauración de una ruptura en los sentidos construidos y en el repertorio de la acción colectiva. 


En relación con lo anterior, consideraremos las acciones por demandas de alimentos –entre las que los saqueos aparecen como una forma de acción directa que en algunos casos se convierte en violencia colectiva - no sólo como una reacción ante la situación de crisis terminal del sistema, como un grito o pura negatividad sino, también, como una acción política “contenciosa” que busca expresar en las calles y en los barrios, es decir por canales diferentes de los de la política rutinaria convalidada en las elecciones generales del 14 de mayo, un particular ejercicio ciudadano frente a los considerados como derechos vulnerados.

La exclusión como ruptura y la oportunidad política para la violencia 


A pesar del congelamiento impuesto en mayo 
de 1989 a bienes de consumo masivo, la inflación fue del 104% y los ingresos públicos cubrían apenas el 25% de los gastos. En junio los precios subirían 132% y 209% en julio. Totalizaba un alza de 934% desde enero mientras que el dólar había trepado un 2.426%.


El país se encontraba ante una hiperinflación. Esta requirió de la combinación de una multiplicidad de acciones y actores. Según Novaro, más que resultado de una conspiración política, la hiperinflación mostró ciertas ausencias; en primer lugar la de un Estado  con capacidades mínimas para cobrar impuestos, dominar la especulación privada, la fuga de capitales y preservar así el valor de la moneda y, asociadas a ellas, la de un vértice político con recursos para crear certidumbre y administrar la transferencia del poder a su sucesor.
 

Pero lo determinante para nuestro tema es destacar las consecuencias de esa incapacidad política sobre los indicadores sociales. En 1989  el desempleo se había elevado al 8%, saltando el ritmo de crecimiento anual del 2,8% sostenido durante los años previos, pero la pobreza que en 1974 había sido del 5,1% y trepado al 26,3% en 1983 para caer con la aplicación del Plan  Austral al 16,1%, llegaba en 1988 al 33,6% y en 1989 tocaba el 42,1%.
 

Por el derecho a comer


Más de cien vecinas amas de casa de los barrios cordobeses de Villa Páez y Alberdi se congregaron el 22 de mayo de 1989 en una plazoleta y, al son de las cacerolas, protestaron contra la suba de precios de los alimentos. Dos días después, en un accionar simultáneo y organizado, distintos grupos de mujeres y niños de diferentes villas de emergencia realizaron saqueos a supermercados.


El 29 de mayo, al cumplirse veinte años de la primera movilización popular contra el gobierno dictatorial de Onganía, tuvo lugar en Rosario otro estallido muy diferente de aquél, una ola de saqueos contra supermercados y comercios reclamando alimentos y productos de la canasta básica con el resultado de dos muertos. Al día siguiente el gobernador Reviglio ordenó reprimir, contándose seis muertos más. Mientras tanto similares acciones se desparramaban por decenas de supermercados del conurbano bonaerense produciendo enfrentamientos con la policía con el saldo trágico de ocho muertos y cientos de heridos.
 Ese día el gobierno dispuso el estado de sitio. Los saqueos continuaron el día 31 en doce localidades del conurbano bonaerense donde un comerciante y sus custodios abatieron a dos saqueadores, sumándose tres muertos más entre ellos un niño de 9 años. También en Tucumán murió un joven de 19 años aplastado por bolsas de azúcar, quedando veintiún manifestantes detenidos a disposición del PEN.
 Ese día también en Córdoba se registraron distintas escaramuzas e intentos de saqueos que fueron evitados por la policía, registrándose varios detenidos.
 En menos de una semana se habían producido 19 muertos.
Pero las acciones para proveerse de alimentos no terminaron ahí sino que se utilizaron otros recursos. Por ejemplo en La Matanza se sucedieron asambleas barriales, cortes de ruta y movilizaciones. En San Alberto se instaló una olla popular para paliar el hambre de los niños, varios comerciantes cerraron sus locales y se sumaron a la protesta. En Ciudad Evita, ante la falta de provisiones de partidas oficiales para los comedores escolares, por estar suspendidas, se levantaron carteles que decían: “si no saben gobernar que se vayan”, “mi papá no tiene trabajo y tenemos hambre; “Que se vaya este gobierno”.

Según datos oficiales, las villas de emergencia sólo en Rosario albergaban a más de 100.000 personas. A las huelgas con ollas populares de los municipales de la ciudad de Santa Fe, que para fin de mes continuaban, se sumaron el 28 los carniceros rosarinos que decidieron no abrir sus negocios en protesta por el precio de la carne. Otro tanto hizo la Cámara de Supermercados y Almacenes, argumentando su temor ante otro estallido mientras crecía el malestar policial por los bajos salarios y los rumores de autoacuartelamiento. Ese marco produjo a su vez la renuncia de los intendentes de Rosario y Santa Fe, éste último acusado de corrupción y malversación de fondos.
 
El anuncio de la entrega anticipada del gobierno por parte de Alfonsín, realizada a mediados de junio, pareció frenar momentáneamente otras acciones. Sin embargo éstas se reeditaron apenas asumido Menem el 8 de julio. Ese mismo día en la zona sur de la ciudad de Córdoba, en barrio Parque Capital, un grupo de vecinos detuvo un camión que transportaba bolsones de harina llevándose casi toda la carga.
 En los días siguientes y hasta el 13, tuvieron lugar intentos de saqueo de supermercados Cordiez en una zona colindante entre los barrios Matienzo y Ameghino Sur y en Av. Fuerza Aérea; también en un Supercoop de Av. Colón y en barrio Pueyrredón, y otros negocios en San Salvador. El hecho de mayor trascendencia fue la detención de veintiún “saqueadores” del supermercado “Colinas” en barrio Colinas de Vélez Sarsfield donde predominaban hombres y mujeres muy jóvenes, ninguno de más de treinta años, ubicándoselos como vecinos de Parque Capital y de Costa de la Cañada. 
   

Nuevamente otro hecho trágico se registró en San Miguel de Tucumán al ser asesinado Luis Machado, de 19 años, el 11 de julio por el disparo de la dueña de un negocio que intentaba ser saqueado. 

Para comprender esas acciones es necesario tener en cuenta algunos datos. En lo que refiere al conurbano bonaerense se indicaba que 3.000.000 de personas padecían hambre, ascendiendo a  8.000.000  en todo el país. Sólo en Lomas de Zamora se consignó la existencia de 163 centros de abastecimiento para alimentar a 300.000 personas, lo que representaba  casi la mitad de toda la población del partido.
 En Moreno funcionaban 264 ollas populares en las que comían 65.000 personas. 

Vecinos organizados, algunas experiencias 


Hasta aquí hemos efectuado una descripción que relaciona lo ocurrido con la situación de extrema vulnerabilidad padecida por gran parte de los sectores populares. Sin embargo consideramos que esto no basta para explicar acciones colectivas que, en muchos casos, culminaron en violencia. Siguiendo la línea planteada por Merklen y también por Tilly, creemos necesario indagar algunos antecedentes de organización en torno a las nuevas condiciones generadas a partir de la restauración democrática. En efecto, las dificultades del gobierno para revertir la pobreza con políticas activas lo llevó a la temprana implementación del Programa Alimentario Nacional (PAN), que fue complementado en algunas provincias con programas de asistencia similares a cargo de los gobiernos provinciales y locales. Como ejemplos de ello pueden citarse los desarrollados por los municipios de Moreno y Lomas de Zamora en el conurbano bonaerense, los planes de “asistencia participativa” impulsados por el gobernador Cafiero en Buenos Aires desde 1987 e, incluso, el Programa de Asistencia Integral Córdoba (PAICOR). La puesta en marcha de los mismos en muchos casos fomentó la organización de base territorial promoviendo dispositivos democráticos (directos o indirectos) para la toma de decisiones que habrían a su vez operado como espacios de interacción para la construcción de politicidades y, también, como estructuras movilizadoras para instalar demandas que se fueron configurando como derechos a resguardar. En ese proceso, la  misma práctica de demandar se fue construyendo como un derecho. 

En una aproximación todavía muy preliminar, hemos encontrado numerosas evidencias de autoorganización barrial para enfrentar los innumerables problemas generados ante la incapacidad del gobierno democrático de revertir el empobrecimiento. Las experiencias refieren, por ejemplo, a comisiones de vecinos que se encargan de rondas nocturnas de patrullajes y sistemas de alarmas ante robos a través del uso de silbatos; coordinadoras de barrios que realizan acciones y petitorios contra los aumentos de tarifas públicas; comisiones para solicitar ante las autoridades por situaciones de anegamiento, malas condiciones de las calles, entre muchas otras cuestiones.
 Creemos que, ante la disminución de la asistencia o directamente la suspensión de la provisión de alimentos tal como se venía haciendo a través de los distintos planes, esas mismas estructuras informales habrían intervenido en la motorización ahora de acciones directas para la provisión de los mismos. Parece evidente que las mismas respondieron a una organización que no se limitó a las acciones puntuales sino que buscó sostenerlas y procesarlas en el tiempo dotándolas de un sentido público construido en la interacción que pretendía trascender la demanda para avanzar sobre sus causas. 

Efectivamente muchas de las acciones de pedido de alimentos y organización de ollas populares fueron seguidas por la elaboración de censos de desocupados por parte de sus organizadores para exigir trabajo al gobierno; otras se continuaron con petitorios para frenar los despidos o suspensiones en fábricas aledañas, con proyectos de construcción de viviendas populares que a la vez generarían fuentes de trabajo, entre otros.
 Incluso se intentaron perfeccionar y hacer más eficientes los mecanismos de distribución ante la escasez. 
Ahora bien, ¿se produjeron cambios en relación a cómo enfrentar el problema de la pobreza y la desocupación con la asunción de Menem? Las primeras medidas adoptadas mostraron que, por el contrario, la orientación del gobierno no sólo no tomaba esto como prioridad sino que, además, tendería a profundizarlas. En ese marco, la conflictividad social se profundizó sumando a importantes sindicatos afectados por las políticas de ajuste en la administración pública y primeros ensayos privatizadores, como los realizados en los ferrocarriles a partir del decreto 666/89 del 1° de septiembre que establecía un plan de 180 días para reducir el financiamiento del Estado en los ferrocarriles y que fue luego complementado con cuatro decretos dados en enero de 1990 que contemplaban un programa de racionalización operativa y administrativa que comprendía también la supresión de servicios. Esas medidas dieron lugar a una de las primeras acciones de protesta que debió enfrentar el gobierno de Menem. 

Nuevas acciones por demandas de alimentos:


A fines del mes de febrero de 1990 se reprodujo el mapa de este tipo de protestas casi en los mismos centros donde habían tenido lugar el año anterior. Los saqueos comenzaron el 21 en Rosario donde también se asaltaron camiones e, incluso, algunos medios hablaron de la presencia de “francotiradores” en la madrugada y tarde. Frente a esos hechos actuaron fuerzas coordinadas de la policía Federal, de Santa Fe, Gendarmería y Prefectura Naval deteniendo a veinte personas. Tanto el Ministro del Interior, Julio Mera Figueroa, como el gobernador Reviglio subestimaron los hechos destacando que no tenían la magnitud de lo ocurrido en mayo de 1989 y los adjudicaron a la incitación de grupos de izquierda. Sin embargo el relato de la prensa ofrece otra imagen. El propio intendente, Héctor Cavallero, señaló que había en la ciudad 20.000 pobladores en el límite de la pobreza; al día siguiente 15.000 kilos de alimentos llegaron en avión desde el gobierno nacional que también ofreció bonos.
 


En Córdoba, durante los mismos días y con una difusión espacial similar a la del año anterior, se registraron acciones de saqueo llevadas a cabo principalmente por mujeres y niños en barrio San Roque y Güemes el 20 de febrero, en el supermercado Cordiez y en el Supercoop de la ruta 20 así como en barrio San Lorenzo el 21; las acciones continuaron el 22, en general todas de la zona sur de la ciudad
, allí se detuvo a tres personas que se trasladaban en una pick up, al parecer instando al saqueo.
 El día 23 también se registraron saqueos puntuales en Guaymallén (Mendoza), en San Miguel de Tucumán y en José C. Paz y Gervasio Pavón en el gran Buenos Aires.

Las respuestas a esas acciones fueron la entrega de comida por parte de las autoridades y, en el caso de la provincia de Santa Fe, el reparto de 27.000 bonos de 15.000 australes cada uno destinados a quienes figuraban en padrones oficiales confeccionados a tal fin; esto se reforzó con la distribución barrial a través del Movimiento Villero Rosarino de 15.000 toneladas de alimentos enviadas por el gobierno nacional en cajas PASA.
 

La distribución de la comida dio lugar también a distintas formas de organización, por ejemplo la creación de una “Comisión Coordinadora para luchar contra el hambre” en el partido de Tigre que núcleo a varios barrios de General Pacheco, se movilizó a la intendencia y consiguió la distribución de 17 toneladas de comidas, unas 3000 raciones a ser entregadas por la misma Comisión en base a sus propias listas. Experiencias similares de organización se dieron en barrios del partido de Merlo. Como parte de las acciones que trascendían la satisfacción inmediata de una necesidad, esos barrios votaron ir a la marcha “Por la vida y la libertad. Contra el hambre, la represión y la impunidad”, convocada por los organismos de derechos humanos para el 16 de marzo a las 18 hs desde Corrientes y Cerrito hasta el Congreso, uniéndose a los docentes, estatales y demás sectores populares que luchaban contra los planes del gobierno. 
Reflexiones finales: 


A partir de esta ponencia me interesaba reflexionar sobre el sentido de ruptura de lo ocurrido, tanto en relación a demandas que nunca antes habían sido instaladas como en cuanto a los nuevos repertorios y marcos de referencia que las mismas abrirían. En este sentido 1989 aparecería como una transición entre dos momentos, por un lado como el fin de la etapa abierta luego de 1983 donde todavía se intentaba la restauración del orden social previo, caracterizado por la integración social en torno al trabajo y por un Estado que expandía las redes de servicios de manera universal y, por otro, como el comienzo de la estabilización de una nueva cuestión social alrededor del empobrecimiento y el desempleo masivo que dirigirían ahora las demandas más específicamente hacia la adquisición de prestaciones sociales ligadas a la asistencia focalizada, con el objetivo prioritario de asegurar la reproducción. 


Como vimos, las distintas experiencias organizativas señaladas combinan la demanda alimentaria con la de trabajo, todavía en las acciones de 1989 pareciera predominar este segundo sentido. Para 1990, ante el cambio de gobierno y la aparición de recursos paliativos como los bonos, pareciera que comienza a estabilizarse en el espacio público el status o condición de pobres que deben ser objeto de atención focalizada; se consolida así la pobreza como dato irreversible borrándose su relación con las políticas aplicadas; el pobre como diferente del desocupado que no puede ser un protagonista colectivo o sujeto de la acción sino que la relación predominante lo será con la asistencia y con los poderes locales. 


Esa situación comenzará a modificarse más adelante, hacia mitad de la década siguiente. La marcha convocada para el 16 de marzo de 1990 es un síntoma del intento de articulación de otros sentidos en relación a las causas de la agitación vivida, sin embargo hubo que esperar unos años para poder recomponer una identidad que ligara la pobreza con la desocupación y ambas con las acciones de los gobiernos. 


En cuanto al formato utilizado, que fue de la petición al saqueo y, luego, a la organización de la distribución, aunque requiere de mayor indagación aparecen indicios de la utilización de estructuras movilizadoras previas como parte de las politicidades que se fueron reconfigurando en los ’80. Consideramos también que a comienzos de 1989 se habrían dado ciertas oportunidades políticas para el estallido a partir de la demanda alimentaria al consolidarse una situación de injusticia que rompía los acuerdos implícitos en relación a un gobierno democrático que había asumido prometiendo que con la democracia se comía, se educaba, se curaba…Por otra parte, la incapacidad gubernamental para asegurar la gobernabilidad y las divisiones existentes en el seno del mismo partido en una coyuntura electoral, actuaron como incentivos para las acciones. ¿Qué sentido tuvieron las de julio de 1989?, ¿fue un acto demostrativo ante el nuevo presidente, una advertencia sobre la gravedad de la situación social para que se la colocara como prioridad en la agenda pública?; ¿y las de febrero de 1990, un intento por enderezar el rumbo de las primeras medidas adoptadas?  Sin duda debe haber habido un poco de todo eso, el intento también de continuar con un tipo de politicidad acostumbrado a demandar al Estado amparada en una representación de derechos. Sin embargo la característica de crisis extrema reflejada en la hiperinflación construyó también la representación acerca de la necesidad de restituir las capacidades del Estado en un sentido muy diferente al que había existido con anterioridad; ahora basado en una fuga hacia adelante que permitiera salir de la catástrofe bajo una especie de selección de los más aptos donde los menos capacitados o eficientes quedarían en el camino. 
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